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Artículo 9.1.4.1.12. Publicidad. A más tardar dentro de los tres (3) días hábiles 
siguientes a la adjudicación de los activos y pasivos, Fogafín dará aviso, en un medio de 
amplia circulación nacional, a los titulares de los pasivos objeto de transferencia sobre 
el alcance de la medida y los canales o medios de comunicación con que cuentan para 
recibir mayor información sobre la operación de compra de activos y asunción de pasivos 
adelantada.

Por su parte, él o los establecimientos de crédito receptores deberán enviar a los 
titulares de las acreencias transferidas, con la mayor brevedad posible, una comunicación a 
la última dirección que tuviere registrada la entidad en liquidación, en la que se le informe 
sobre el mecanismo adoptado, la transferencia realizada y, en general, las condiciones o 
el estado actual de su acreencia, sin perjuicio de que dentro de la misma oportunidad se 

utilicen adicionalmente otros medios o canales de comunicación.
Artículo 9.1.4.1.13. Garantía de la continuidad de la prestación de servicios. La 

entidad objeto del mecanismo de compra de activos y asunción de pasivos prestará los 
servicios de infraestructura, tecnología, procesos y/o recursos humanos a las entidades 
receptoras, necesarios para garantizar la continuidad de la prestación de los servicios 
asociados con los activos transferidos y la atención inmediata por parte de la entidad 
receptora de las obligaciones con el público de los pasivos transferidos, mientras que se 
perfecciona la medida. La entidad receptora realizará el pago que se convenga con la 
entidad en liquidación por la prestación de estos servicios.

Artículo 9.1.4.1.14. Objetivo del banco puente. La constitución y funcionamiento 
de un banco puente tiene como objetivo recibir los activos y pasivos de uno o más 
establecimientos de crédito en liquidación, con el in de administrarlos y venderlos en el 
menor tiempo posible, propendiendo por mantener el valor de sus activos.

Artículo 9.1.4.1.15. Deinición y condición especial de banco puente. El banco 

puente es un establecimiento de crédito especial que mientras mantenga esta condición no 
estará sujeto a disposiciones que le exijan requerimientos mínimos de capital, solvencia, 
regímenes de reserva legal, inversiones forzosas ni encaje.

Parágrafo. Cuando un banco puente reciba como activo la propiedad o participación 
accionaria en otra persona jurídica, esta adquisición no modiica la denominación, tipo, 
régimen legal y naturaleza de dicha persona jurídica.

Artículo 9.1.4.1.16. Constitución del banco puente. En virtud de su condición 
especial, a la constitución del banco puente no le son aplicables las disposiciones del 
artículo 53 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero. La Superintendencia Financiera 
de Colombia impartirá instrucciones del procedimiento requerido para la constitución del 
banco puente, las cuales deben garantizar la oportunidad en la adopción del mecanismo de 
compra de activos y asunción de pasivos.

Para la constitución de un banco puente se requiere la autorización previa 
de la Superintendencia Financiera de Colombia. Fogafín presentará solicitud de 
constitución ante dicha Superintendencia acompañada de la siguiente documentación 
e información:

1. Documento expedido por Fogafín en el que se expongan los motivos para la crea-

ción del banco puente.
2. El tipo de establecimiento de crédito.
3. Las operaciones e inversiones que podrá desarrollar el banco puente.
4. Proyecto de estatutos sociales.
5. La identiicación de las personas que conforman el gobierno corporativo de dicha 

entidad.
Parágrafo. El acto administrativo con el que el Superintendente Financiero autoriza 

la constitución del banco puente es de cumplimiento inmediato y contra este solo procede 
el recurso de reposición; su interposición no suspende ni interrumpe los efectos del acto.

Artículo 9.1.4.1.17. Operaciones e inversiones. El banco puente está facultado para 

desarrollar las operaciones e inversiones autorizadas para los establecimientos de crédito y 
autorizadas por su Junta Directiva, con sujeción a las instrucciones que al respecto imparta 
Fogafín.

Artículo 9.1.4.1.18. Supervisión. Atendiendo la calidad de establecimiento de crédito 
especial denominado banco puente, estas entidades se encuentran sujetas a la inspección y 
vigilancia de la Superintendencia Financiera de Colombia.

La Superintendencia Financiera de Colombia impartirá instrucciones sobre la forma en 
que se ejercerá su supervisión, con sujeción a las disposiciones contenidas en el presente 
título.

Artículo 9.1.4.1.19. Duración. La condición de banco puente podrá ser mantenida por 
un término máximo de dos años. La Junta Directiva de Fogafín podrá prorrogar el término 
por un (1) año adicional, por un máximo de tres (3) veces.

En caso de que se constituya un banco puente con capacidad de recibir la transferencia 
de activos y pasivos de más de un establecimiento de crédito, el término previsto en el 
inciso anterior contará a partir de la fecha de expedición de la resolución de decisión de 
compra de activos y asunción de pasivos del último establecimiento de crédito al que se le 
haya ordenado la transferencia de activos y pasivos a ese banco puente.

Artículo 9.1.4.1.20. Terminación de la condición de banco puente. La condición de 
banco puente terminará en los siguientes casos:

1. Cuando haya sido adquirido o fusionado con otro establecimiento de crédito que 
no tenga la condición banco puente.

2. Cuando Fogafín venda o transiera a otra persona su participación accionaria en 
el banco puente.

3. Cuando Fogafín así lo decida como consecuencia de la venta o cesión total o 
parcial de los activos y pasivos del banco puente.

4. Cuando haya culminado el término de duración de su condición de banco puente.
5. Cuando se decida la liquidación del banco puente.
Parágrafo 1°. Fogafín dispondrá la venta o fusión del banco puente o la cesión total o 

parcial de los activos y pasivos del banco puente, cuando a su juicio estime la pertinencia 
de la operación. Para el efecto, propenderá por obtener el mayor beneicio económico y la 
mayor recuperación posible de los recursos aportados por Fogafín.

Parágrafo 2°. En los casos a que hace referencia los numerales 1 y 3 del presente 
artículo, a la fusión, adquisición o cesión de activos y pasivos del banco puente le serán 
aplicables las disposiciones del numeral 9 del artículo 113 del Estatuto Orgánico del 
Sistema Financiero.

Parágrafo 3°. En los casos a que hacen referencia los numerales 2 y 4 del presente 
artículo, terminada la condición de banco puente, para que se predique su continuidad 
como establecimiento de crédito, este deberá cumplir con todos los requisitos que le son 
aplicables a los establecimientos de crédito.

Parágrafo 4°. En los casos a que hacen referencia los numerales 3 y 5 del presente 
artículo, se procederá a la disolución del banco puente de acuerdo con lo previsto en la 
normatividad vigente.

Artículo 9.1.4.1.21. Recursos de la venta. En caso de venta del banco puente, de la 
proporción de recursos que corresponda a Fogafín se reembolsarán, en primer lugar, los 
recursos de que trata el artículo 9.1.4.1.8 del presente decreto y aquellos provenientes de la 
reserva del seguro de depósitos que se hayan destinado a la constitución y funcionamiento 
del banco puente; el excedente deberá destinarse a la liquidación de la entidad intervenida.

Artículo 9.1.4.1.22. Aplicación para las cooperativas inancieras. Para la aplicación 
de lo previsto en el presente título a cooperativas inancieras a las que se les haya ordenado 
la liquidación forzosa administrativa, las menciones realizadas a Fogafín se entenderán 
efectuadas al Fondo de Garantías de Entidades Cooperativas, Fogacoop.”.

Artículo 2°. Régimen de transición. La Superintendencia Financiera de Colombia 
deberá impartir las instrucciones que desarrollen las disposiciones contenidas en el presente 

decreto, a más tardar dentro de los seis (6) meses siguientes a la entrada en vigencia de esta 
norma. Dentro del mismo término, Fogafín y Fogacoop ijarán las condiciones, requisitos 
y procedimientos que le correspondan según lo previsto en el presente decreto.

En consecuencia, podrá ordenarse la compra de activos y asunción de pasivos o 
solicitarse la constitución de un banco puente, a partir de la entrada en vigencia de las 
instrucciones, condiciones, requisitos y procedimientos de que trata el inciso anterior.

Artículo 3°. Vigencia. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación, 
sin perjuicio del régimen de transición previsto en el artículo 2° de este decreto y adiciona 
el Título 4 al Libro 1 de la Parte 9 del Decreto 2555 de 2010.

Publíquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 15 de marzo de 2018.

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Mauricio Cárdenas Santamaría.

Ministerio de Justicia y del derecHo

Decretos

DECRETO NÚMERO 522 DE 2018

(marzo 15)

por el cual se adiciona el Decreto 1069 de 2015, “por medio del cual se expide el Decreto 
Único Reglamentario del Sector Justicia”, y se reglamenta parcialmente la Ley 1820 de 

2016.

El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus atribuciones 

constitucionales y legales, en especial de las conferidas por el numeral 11 del artículo 189 
de la Constitución Política, y

CONSIDERANDO:

Que el Acto Legislativo 01 de 2017 estableció que la Jurisdicción Especial para la Paz 
(JEP) entrará en funcionamiento a partir de su aprobación, sin necesidad de ninguna norma 
de desarrollo y sin perjuicio de la expedición posterior de las normas de procedimiento, así 
como lo que establezca el reglamento de dicha jurisdicción de conformidad con el artículo 
12 del mencionado acto.

Que el artículo 5° transitorio de ese acto legislativo dispuso que la JEP estará sujeta a 
un régimen legal propio.

Que la Ley 1820 de 2016 tiene por objeto, entre otros, regular las amnistías e indultos 
por los delitos políticos y los delitos conexos con estos, así como adoptar los tratamientos 
penales especiales diferenciados, en especial para agentes del Estado que hayan sido 



4  DIARIO OFICIAL

Edición 50.536

Jueves, 15 de marzo de 2018

condenados, procesados o señalados de cometer conductas punibles por causa, con ocasión 
o en relación directa o indirecta con el conlicto armado.

Que la Ley 1820 de 2016 determinó las competencias y funciones de la Sala de Amnistía 
o Indulto y de la Sala de Deinición de Situaciones Jurídicas de la JEP, sin reglamentar lo 
concerniente a la actividad procesal para cumplir con el mandato previsto.

Que es deber de los Magistrados de la JEP, entre otros, garantizar con celeridad los 
derechos de las víctimas a la Justicia, la Verdad, la Reparación, la No repetición, contribuir 
al logro de una paz estable y duradera, y adoptar decisiones que otorguen plena seguridad 
jurídica a quienes participaron de manera directa o indirecta en el conlicto armado interno.

Que es necesario reglamentar las disposiciones de la Ley 1820 de 2016 relativas a 
las solicitudes de amnistía que sean presentadas a la Jurisdicción Especial para la Paz de 
conformidad con los artículos 17, 18, 21 y demás relacionados.

Que de conformidad con el artículo 21 de la Ley 1820 de 2016, la solicitud de amnistía 
presentada en los casos contemplados en el artículo 18 de la misma ley deberá ser resuelta 
en un término no mayor a los tres (3) meses desde que haya sido solicitada a la Sala, 
siempre que el destinatario haya concluido el proceso de dejación de las armas.

Que el artículo 18 de la Ley 1820 de 2016 dispone que la dejación de armas aplicará 
para las personas que cuenten con las condiciones señaladas en los numerales 1 y 2 del 
artículo 17 de esa norma, concernientes a personas que cuenten con providencia judicial 
que las condene, procese o investigue por pertenencia o colaboración con las FARC-EP, y 
que sean integrantes de las FARC-EP tras la entrada en vigencia del Acuerdo Final de Paz 
con el Gobierno Nacional, de conformidad con los listados entregados por representantes 
designados por dicha organización expresamente para ese in, veriicados conforme a 
lo establecido en el Acuerdo Final de Paz, esto, aun cuando la providencia judicial no 
condene, procese o investigue por pertenencia a las FARC-EP.

Que por lo anterior se hace necesario deinir el trato que se debe adoptar por parte de 
la Sala de Amnistía e Indulto de la JEP frente a las solicitudes que sean presentadas en los 
términos de los artículos 17, 18 y 21 de la Ley 1820 de 2016.

DECRETA:

Artículo 1°. Adiciónese la Sección 3 al Capítulo 5 del Título 5 de la Parte 2 del Libro 
2 del Decreto 1069 de 2015, Decreto Único Reglamentario del Sector Justicia, con el 
siguiente contenido:

Sección 3

Solicitudes de amnistía de que trata la Ley 1820 de 2016

Artículo 2.2.5.5.3.1. Solicitudes de amnistía. Los solicitantes de la amnistía a que se 
reiere el artículo 18 de la Ley 1820 de 2016 deberán presentar su solicitud a la Sala de 
Amnistía e Indulto de la Jurisdicción Especial para la Paz aportando para ello:

1. La certiicación individual de dejación de armas expedida por la Misión de Veri-
icación de la ONU en Colombia.

2. La certiicación sobre pertenencia a las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Co-

lombia (FARC-EP) expedida por la Oicina del Alto Comisionado para la Paz o 
una providencia judicial que le condene, procese o investigue por pertenencia o 
colaboración con las FARC-EP.

Artículo 2.2.5.5.3.2. Solicitudes de amnistía presentadas por personas privadas de la 

libertad. Cuando el solicitante se encuentre privado de la libertad al momento de realizar 
la solicitud de amnistía deberá aportar:

1. Un acta en la que se comprometa a no volver a utilizar las armas para atacar el ré-

gimen constitucional y legal vigente. El modelo de esta acta será el contemplado 
en el Anexo I, que forma parte de esta Sección.

2. La certiicación sobre su pertenencia a las Fuerzas Armadas Revolucionarias de 
Colombia (FARC-EP) expedida por la Oicina del Alto Comisionado para la Paz 
o una providencia judicial que le condene, procese o investigue por pertenencia o 
colaboración con las FARC-EP.

Artículo 2.2.5.5.3.3. Decisión de las solicitudes de amnistía. Las solicitudes de 
amnistía de las personas que tengan las condiciones que tratan los numerales 1 y 2 del 
artículo 17 de la Ley 1820 de 2016, que se presenten ante la Sala de Amnistía e Indulto, se 
resolverán en el término de tres (3) meses a que se reiere el artículo 21 de la Ley 1820 de 
2016, conforme a la normatividad interna deinida por la Jurisdicción Especial para la Paz 
y siempre que el solicitante haya concluido el proceso de dejación de armas de que trata el 
artículo 18 de la citada ley.

Únicamente en los eventos en los cuales el solicitante ha acreditado en debida forma 
los requisitos mencionados en los artículos 2.2.5.5.3.1 y 2.2.5.5.3.2 de esta Sección, la 
Sala de Amnistía o Indulto resolverá la solicitud. Si la solicitud de amnistía es presentada 
sin cumplir los requisitos establecidos en esta Sección, podrá requerir al solicitante para 
que los complete.

Artículo 2.2.5.5.3.4. Ampliación de la información. En el trámite de la solicitud de 

amnistía, la Sala de Amnistía e Indulto, en el marco de sus competencias y conforme 
a lo establecido en el artículo 27 de la Ley 1820 de 2016, podrá adoptar las medidas 
que estime pertinentes para recabar la información que permita resolver los casos bajo 
análisis, apoyándose en el Grupo de Análisis de la Información de la Jurisdicción Especial 
para la Paz, la Unidad de Investigación de la Jurisdicción Especial para la Paz, así como 
en cualquier otra autoridad que estime necesaria y de conformidad con la normatividad 
interna deinida por la Jurisdicción Especial para la Paz.

Artículo 2°. Vigencia. El presente decreto rige a partir de la fecha de su expedición.
Publíquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 15 de marzo de 2018.

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN
La Viceministra de Promoción de la Justicia encargada de las funciones del despacho 

del Ministro de Justicia y del Derecho,
Marcela Zuluaga Vélez.

ANEXO I

ACTA DE COMPROMISO - ARTÍCULOS 18 y 21 DE LA LEY 1820 DE 2016 
(ARTÍCULO 1° DECRETO **)

Yo _________________________________ identiicado con la cédula de ciudadanía 
número_________________, privado de la libertad, integrante de las FARC-EP y 
solicitante de amnistía, en virtud de los artículos 18 y 21 de la Ley 1820 de 2016, de 
manera voluntaria y de acuerdo con lo establecido en la misma ley, maniiesto ante la Sala 
de Amnistía e Indulto de la Jurisdicción Especial para la Paz:

1. Mi compromiso de terminar el conlicto y no volver a utilizar las armas para 
atacar el régimen constitucional y legal vigente.

2. Que conozco el Acuerdo Final suscrito por las FARC-EP y el Gobierno Nacional, 
y maniiesto un compromiso de responsabilidad con su inalidad y sus metas, incluyendo 
contribuir a las medidas y los mecanismos del Sistema Integral de Verdad, Justicia, 
Reparación y No Repetición conforme a lo establecido en la Ley 1820 de 2016.

La presente acta se suscribe en la ciudad de _____________________ a los 
_____________ día del mes ________ de ________.

Firma: _______________________
Nombre: _______________________
Domicilio: _______________________
Teléfono: _______________________
Correo electrónico: _______________________

resoluciones ejecutivas

RESOLUCIÓN EJECUTIVA NÚMERO 041 DE 2018

(marzo 15)

por la cual se decide el recurso de reposición interpuesto contra la Resolución Ejecutiva 
número 432 del 21 de diciembre de 2017.

El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de las facultades que le 

coniere el artículo 491 de la Ley 906 de 2004, conforme a lo previsto en los artículos 74 
y 80 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, y

CONSIDERANDO:

1. Que mediante Resolución Ejecutiva número 432 del 21 de diciembre de 2017, el 
Gobierno nacional concedió la extradición de la ciudadana colombiana Cathe-

rine Julieth Contreras Beltrán identiicada con la cédula de ciudadanía número 
1015409240, para que comparezca a juicio ante las autoridades de los Estados 
Unidos de América, por los siguientes Cargos:

Cargo Uno: Concierto para interferir en el comercio mediante el delito de hurto;
Cargo Cuatro: interferir en el comercio mediante el delito de hurto;
Cargo Cinco: Utilizar, portar y blandir un arma de fuego durante y en relación con, y 

portar y blandir un arma de fuego para promover, un delito de violencia;
Cargo Seis: Interferir en el comercio mediante el delito de hurto, y,
Cargo Siete: Utilizar y portar un arma de fuego durante y en relación con, y poseer un 

arma de fuego para promover, un delito de violencia.
Los anteriores cargos fueron mencionados en la acusación sustitutiva número 

3:16:CR:326-N (también enunciada como 3:16-cr-00326-N (1), 3:16-cr-00326-N (3), 
3:16-cr-00326-N (4) y 3:16-cr-00326-N (5), dictada el 4 de octubre de 2016, en la Corte 
Distrital de los Estados Unidos para el Distrito Norte de Texas.

De igual forma, el Gobierno nacional concedió la extradición de la ciudadana 
colombiana Catherine Julieth Contreras Beltrán para comparecer a juicio por delitos de 
hurto agravado mencionados en las acusaciones: F1600728 y F 1600733 dictadas el 29 de 
septiembre de 2016 en la Corte del Distrito para el Condado de Dallas, Texas.

2. Que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 67 del Código de Procedi-
miento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, la anterior decisión 
se notiicó personalmente a la ciudadana requerida, el 3 de enero de 2018, situa-

ción comunicada a la apoderada de la señora Contreras Beltrán mediante oicio 
OF118-0000093-DAI-1100 de la misma fecha y mediante acta del 10 de enero de 
2018.

Tanto a la ciudadana requerida como a su apoderada se les informó que contra la 
decisión del Gobierno nacional procedía el recurso de reposición, indicándoles que la 
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